RADICACIÓN: 66001-31-09-004-2020-00072-01

ACCIONANTE: JAMES DE JESÚS RAMÍREZ CANO

ACCIONADO: CARACOL PRIMERA CADENA RADIAL COLOMBIANA S.A.

DECISIÓN: CONFIRMA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
BUEN NOMBRE / RECTIFICACION INFORMACIÓN PERIODÍSTICA / REQUISITOS / QUE LA INFORMACIÓN SEA FALSA, ERRÓNEA O INEXACTA / QUE EL INTERESADO HAYA SOLICITADO RECTIFICACIÓN / SE DENIEGA EL AMPARO.
Concretamente lo indicado por el recurrente en el presente asunto, está dirigido a que a través de esta acción Constitucional se le ordene al medio periodístico Caracol Radio que elimine y además rectifique una publicación en la que figura su nombre, donde se alude que en su contra existen una serie de procesos por violencia intrafamiliar, inasistencia alimentaria y quejas por violencia verbal en contra de una compañera de trabajo. (…)
… el legislador, al desarrollar el mecanismo Constitucional de la Tutela -hizo- referencia en el # 7º del Decreto 2591 de 1991 a la procedencia de la acción de tutela en contra de los medios de comunicación en calidad de particulares, cuando con ella se pretenda la rectificación de información inexacta o errónea divulgada a través de dichos caudales…
Bajo esa óptica, resulta procedente la acción de tutela contra medios de comunicación, periodistas, y en general aquellos particulares frente a quienes el solicitante se encuentre en estado de indefensión, pero ello es viable siempre y cuando el accionado se niegue a corregir una noticia que es falsa, errónea o inexacta, y con ello se esté afectando el buen nombre y la honra de una persona; sin embargo también se debe tener en cuenta la actividad desplegada por el afectado para solicitar la rectificación de la noticia dañosa.
En el caso puntual, la Sala no puede predicar que de la noticia cuya rectificación se pretende, se desprenda una intención por parte de Caracol Radio que vaya más allá del interés de emitir una información que es constatable; y es que si revisamos el contenido de la publicación, vemos que en ella no se hace alusión a antecedentes penales o disciplinarios que se encuentren en firme en contra del señor James de Jesús, ni tampoco al proferimiento de una sentencia condenatoria, lo que sí es cierto, es que allí se indica que cursan procesos de “violencia contra su pareja, denuncias por alimentación y agresión verbal a una compañera de trabajo”, pero esto, a su vez, se insiste, fue preliminarmente verificado por el medio noticioso antes de correr el riesgo de emitir un comunicado en tales términos.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor JAMES DE JESÚS RAMÍREZ CANO, en contra de la sentencia de tutela proferida en las calendas del 15 de septiembre de 2020 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la solicitud de amparo impetrada por el recurrente en contra de CARACOL RADIO S.A.

ANTECEDENTES:

Narró el accionante que el día 8 de julio del año que transcurre, el medio radial CARACOL S.A., lo sometió al escarnio público a través de sus emisoras, tanto de forma hablada, como escrita, en los siguientes términos: 
“Tras conocerse que James de Jesús Ramírez Cano, uno de los comisarios nocturnos de Pereira, tiene procesos abiertos por violencia contra su pareja, denuncias por alimentación y agresión verbal a una compañera de trabajo, los colectivos defensores de derechos de las mujeres levantaron sus voces de protesta. Camila Guzmán, encargada del Observatorio de Violencia de la Casa de la Mujer de Risaralda, aseguró que es inaudito que un hombre con esos antecedentes desempeñe un cargo que está relacionado directamente con la ruta de atención a la violencia de género. "Se necesita que los funcionarios sean idóneos en su tarea. Llama mucho la atención que un hombre como él ocupe ese cargo; eso da cuenta de cierta complicidad y violencia estructurada en las instituciones del Estado", indicó. Aseguró que el hecho de que un presunto agresor sea el que entreviste y brinde acompañamiento en el restablecimiento de derechos a mujeres víctimas se convierte en un obstáculo para garantizar el debido proceso; situación que estaría llevando a muchas mujeres a quedarse calladas y no denunciar. "Nos preguntamos cuál es la revisión de los antecedentes, cuál es la revisión de la hoja de vida para ocupar esos cargos. Con un comisario como este, que es agresor o victimario, se hace evidente cómo se silencian ciertas situaciones que las mujeres denuncian", agregó. Finalmente, Guzmán rechazó que el hombre continúe trabajando en ese cargo y pidió a las autoridades avanzar con celeridad en las investigaciones. ¿QUÉ DICEN LAS AUTORIDADES? Las Comisarías de Familia están adscritas a la Secretaría de Desarrollo Social; por eso, …. Por su parte, Gustavo Montes, secretario de gestión administrativa de Pereira aseguró que desde la Alcaldía están adelantando las respectivas investigaciones para saber cuál será el futuro del funcionario; además, mencionó que James de Jesús está en el cargo desde el 2018 y continuará como comisario nocturno hasta tanto no se esclarezca la situación. "Él actualmente se encuentra en un proceso de carácter administrativo que no se ha decidido a fondo. No lo podemos retirar por el momento hasta que se esclarezca. Estamos agilizando la investigación; por lo pronto, tenemos que ser imparciales", dijo Montes. Es importante resaltar que al funcionario en cuestión se le asignó, por algo más de dos meses, el encargo de estar al frente de la Comisaría de Familia en la comuna Villasantana, uno de los sectores de Pereira más golpeados por la violencia intrafamiliar.”
Inconforme con ese acontecimiento, el día 10 de julio de 2020 el accionante decidió dirigirse al medio noticioso para pedirles que rectificaran las afirmaciones realizadas en su contra, argumentando en esa ocasión que: 
“1. En la actualidad no tengo ningún proceso abierto por violencia intrafamiliar, de género o alimentos, como se quiere hacer aparecer y de lo cual hace eco CARACOL PEREIRA. 2. Jamás en mi vida he sido sancionado por organismo administrativo, de control o judicial alguno por delitos que tengan que ver con la familia ni con ningún otro, como se quiere hacer aparecer y de lo cual hace eco CARACOL RADIO PEREIRA. 3. Jamás en mi vida he sido he sido (sic) condenado por ningún otro delito, como se quiere hacer aparecer y de lo cual hace eco CARACOL RADIO PEREIRA PEREIRA. 4. Jamás en mi vida he agredido a compañera alguna, como se quiere hacer aparecer y de lo cual hace eco CARACOL RADIO PEREIRA.

Motivos por los cuales, amparado en derechos de raigambre constitucional como el buen nombre y la dignidad, SOLICITO DE MANERA URGENTE, se rectifique la información en condiciones de equidad, es decir, reconociendo expresamente su equivocación y dándole a la noticia un despliegue informativo equivalente no sólo en cuanto a la extensión de la noticia, sino a la posición y al realce que se le asigno en la publicación, a través de su noticiero, cuya franja es triple A, lo mismo que a través del link, retirando, de manera INMEDIATA mi nombre y las falsas y de mala fe acusaciones, en el entendido que nos encontramos frente a una pseudoinformación debido a que el periodista está entregando al público información falsa, equivocada, que conduce a error ó es sesgada. Como sugerencia respetuosa, la rectificación debe decir que el suscrito presento solicitud de rectificación, la que se hace dentro de los términos de ley, indicando que ustedes el día 8 de Julio hogaño, publicaron una noticia falsa, basados, erróneamente, en la buena fe de alguna persona que suministro la falaz información y que ofrecen disculpas al señor JAMES DE JESUS RAMIREZ CANO, por haber atentado, sin fundamento, ni prueba alguna, contra su buen nombre y su honra. (…). A manera de información, me permito manifestarles que soy un hombre íntegro, con casi cuarenta (40) años de servicio al Estado, casado con una profesional en psicología, mis hijos, que en total son 3, se encuentran estudiando en prestigiosas universidades y, dos de ellos, (los mayores) son líderes de procesos en grandes empresas del orden nacional, mientras que mi hija menor se encuentra cursando segundo grado de Derecho. No es de por demás recordarles que su omisión, será causal para que el suscrito inicie las acciones judiciales, en aras de restablecer mis derechos al buen nombre y a la dignidad, aparte de buscar la indemnización pecuniaria a que haya lugar”.

A pesar de lo anterior, el 30 de julio de 2020 recibió de parte de Caracol Radio una respuesta que no resultó favorable a sus intereses, ello, por cuanto se le indicó que en la noticia nunca se afirmó que él hubiera sido sancionado por delitos en contra de la familia, ni tampoco que haya sido condenado por un delito de otro tipo, ni que haya agredido a una compañera o excompañera sentimental, sino que dicha crónica tan solo hizo alusión a la existencia de unas denuncias en contra de él.  De igual manera, le hicieron saber que ese medio cuenta con elementos de prueba suficientes que demuestran que en su contra sí hay procesos por violencia intrafamiliar, inasistencia alimentaria y quejas por agresión a una compañera de trabajo. Finalmente, argumentaron que su solicitud de rectificación no cumplía con los requisitos para ser analizada: “(i) ser oportuna, (ii) señalar específicamente la afirmación -frase o texto- a corregir, y (iii) sustentar aportando los elementos demostrativos de la mentira, error o equivocación”.

Ese mismo día, el señor James de Jesús contestó al correo mostrando su inconformidad porque: i) El medio noticioso se refirió de manera específica a su nombre; ii) Su esposa Ayda Margory Jaramillo Loaiza nunca lo ha denunciado por ningún delito; iii) No existen en su contra denuncias por inasistencia alimentaria; y, vi) No es cierto que haya existido una agresión verbal en contra de una compañera de trabajo y jamás ha sido sancionado por una conducta así.  
El 25 de agosto de 2020, Caracol Radio contestó nuevamente que en definitiva no rectificaría su publicación. 

PRETENSIONES:
Con fundamento en lo anterior, el accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales al buen nombre y a la dignidad, y en consecuencia se ordene:

“1. Que el CARACOL RADIO, representada legalmente por el señor JORGE ALBERTO DIAZ GOMEZ, o quien haga sus veces, retire de manera inmediata, la falaz y de mala fe publicación que hizo a través de caracol noticias, en las fechas ya descritas, tanto de manera radial, como a través de su medio impreso con el link https://caracol.com.co/emisora/2020/07/08/pereira/15942075 20_558135.html.
2. A través del mismo link, cuyo dominio lo posee CARACOL RADIO proceda a hacer las rectificaciones de fondo, utilizando los mismos medios que utilizo para difundir su infamia. 

3. Por los mismos medios que utilizo para hacer las difamaciones, de mala fe y carentes de veracidad, haga las mismas rectificaciones del caso, relacionadas anteriormente. 

4. En adelante se abstenga de difundir este tipo de ataques, sin ningún fundamento, son pena de ser sancionado con las normas legales vigentes, tanto en materia penal, como civil y administrativa.

5. Se oficie a la dirección web que aparece dominando como emisor CARACOL RADIO para que se estudie la posibilidad de cancelarle este dominio y así evitar que ese medio radial, continúe atentando contra la honra, la dignidad y el buen nombre de los funcionarios que prestamos los servicios al Municipio de Pereira, ya que, según informaciones, no es la primera vez que este medio radial, hace afirmaciones mendaces, sin ningún sustento y de mala fe hacia las personas.”
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
· Admisión: 

El Juzgado de conocimiento le dio el trámite correspondiente a la presente acción, profiriendo el auto admisorio en las calendas del 2 de septiembre de 2020, en el que ordenó correr traslado a la accionada para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.
· Intervenciones:  
Por medio de escrito presentado ante el Despacho de conocimiento en las calendas del 8 de septiembre de 2020, el Representante Legal del medio noticioso Caracol Radio se refirió a los requisitos que a la luz de la jurisprudencia Constitucional debe cumplir quien presenta una solicitud de rectificación de una publicación de esta naturaleza, y destacó que según el Alto Tribunal, la carga de la prueba para demostrar que la publicación es errónea, inexacta o falsa, recae sobre quien pide la rectificación, y señaló que esto es una consecuencia del principio de buena fe que cobija a los medios de comunicación, y a su vez se deriva del derecho a la libertad de expresión (sobre el puntual, hizo alusión a la Sentencia SU-056 de 16 de febrero de 1995. M.P.: Antonio Barrera Carbonell).
De igual manera, expuso que la noticia se publicó tras verificarse que sí existe una denuncia y una medida cautelar de protección en contra del señor James de Jesús por violencia intrafamiliar, así como denuncias de mujeres por violencia en el escenario laboral. 
El Ministerio Público, representado por el señor Procurador 290 Judicial I Penal, rindió concepto en este asunto expresando que “… a diferencia de la inversión de la carga de la prueba que aplica en otros ámbitos, en materia de rectificaciones opera la carga dinámica de ella como deber de las partes en conflicto; en esta oportunidad la asumió con absoluta contundencia el medio periodístico acreditando que es información objetiva y veraz _EXCEPTIO VERITATIS_, mientras que el accionante simplemente la dejó librada al azar, lo que insisto, torna en improcedente el amparo…”. 
· Sentencia: 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, la Juez A Quo resolvió mediante sentencia del 15 de septiembre de 2020, negar la solicitud de amparo constitucional, al concluir que si bien el análisis del asunto resultaba procedente, por cuanto el accionante agotó el requisito de haber presentado solicitud de rectificación ante el medio de notificación que difundió la noticia, sin embargo, ese Despacho no advertía vulneración a los derechos fundamentales reclamados por el accionante, porque la encartada logró demostrar que sus señalamientos en el documento periodístico se encontraban sustentados probatoriamente. 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión de instancia, el accionante decidió interponer dentro del término legalmente previsto un escrito de impugnación. La tesis de disenso propuesta por el recurrente, consiste básicamente en afirmar lo siguiente: 
· Que él no puede aceptar por parte de la judicatura una equiparación entre dos derechos de raigambre constitucional, como el Derecho a la información, frente al buen nombre, la dignidad y la honra, y que al hacerlo se le  dé relevancia al primero.
· Que la noticia plurimencionada es definitivamente falaz, y eso es algo que no puede quedar en impunidad, porque además, sería la “patente de corso” para que cualquier medio noticioso, amparado en la “buena fe” enlode el nombre de cualquier servidor público, pues dicho principio también debió aplicarse en favor suyo cuando en defensa de sus intereses presentó la solicitud de rectificación. 
· Que le causa extrañeza lo afirmado por el Despacho cuando indicó que él no logró desvirtuar las afirmaciones que terceros hacen de él, pero es que Caracol Noticias nunca le ha manifestado quiénes son las personas que lo acusan; además, no puede él defender su dignidad, honra y buen nombre si no conoce las denuncias que hay en su contra, y no se puede avalar el gaseoso y evasivo escrito presentado por la accionada en esta ocasión, el cual le fue suministrado por el Despacho sin copia de los documentos anexos. 
· Que la única diferencia que se ha presentado en los últimos meses y frente a la cual presentó el respectivo informe ante sus superiores, fue con la contratista Paola Andrea Parra, de quien él recibió todo tipo de ultrajes e insultos. (aportó un audio –al parecer grabado sin autorización- y una fotografía).
· Que, bajo la gravedad del juramento, insiste en no tener procesos abiertos por alimentos, presentados por la señora Dora Libia Ramírez, nombre que no corresponde al de su esposa, y que le adjudican como hija a una niña de nombre Valentina Ramírez Ramírez, que no corresponde a ninguno de sus hijos. 
· Que hasta ahora desconoce cualquier queja de contratistas contra él, presentadas ante la Personería.
· Que él presentó ante Caracol Noticias su certificado de antecedentes, donde se constata que no tiene asuntos pendientes con autoridades judiciales. 

· Que la noticia es amarillista y carece de ética “por el amplio despliegue noticioso, cuando en horario triple a, un noticiero que es escuchado y leído por un gran número de radioescuchas le introducen este titular, en letra grande, con negrilla, resaltado, agregándole una impactante imagen, de una persona que sostiene un puño cerrado y al fondo una niña en estado de indefensión”, lo cual constituye una estigmatización que atenta contra su buen nombre y su dignidad”. 
Acorde con dichos argumentos, el accionante reiteró las pretensiones formuladas al inicio. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017, por ser el superior jerárquico del Despacho fallador. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si como afirma la parte accionante, el medio noticioso Caracol Radio vulneró sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado; o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.

· Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado Social y Democrático de Derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es entonces, un instrumento confiado por la Constitución en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la norma Superior. 
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la Acción Constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a acreditar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.
Concretamente lo indicado por el recurrente en el presente asunto, está dirigido a que a través de esta acción Constitucional se le ordene al medio periodístico Caracol Radio que elimine y además rectifique una publicación en la que figura su nombre, donde se alude que en su contra existen una serie de procesos por violencia intrafamiliar, inasistencia alimentaria y quejas por violencia verbal en contra de una compañera de trabajo. 
Al respecto, sea lo primero decir que debido a la importancia e influencia que tienen los medios de comunicación masivos en la actualidad y lo fácil que es acceder a ellos, los mismos resultan ser piezas claves para el desarrollo de la opinión de los miembros de la comunidad y para el progreso de la sociedad.

Es por lo anterior, que nuestra Constitución señala en su artículo 86 que “La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión”. 

De allí que el legislador, al desarrollar el mecanismo Constitucional de la Tutela, no pudiera ser indiferente a esa situación, y por ello hiciera referencia en el # 7º del Decreto 2591 de 1991 a la procedencia de la acción de tutela en contra de los medios de comunicación en calidad de particulares, cuando con ella se pretenda la rectificación de información inexacta o errónea divulgada a través de dichos caudales:

“La acción de tutela procederá contra acciones u omisiones de particulares en los siguientes casos:

7. Cuando se solicite rectificación de informaciones inexactas o erróneas. En este caso se deberá anexar la transcripción de la información o la copia de la publicación y de la rectificación solicitada que no fue publicada en condiciones que aseguren la eficacia de la misma.”

De igual manera, el artículo 20 Superior estipuló en el inciso 2º la garantía de rectificación de la información en condiciones de equidad, constituyéndose esta figura en la herramienta diseñada para dirimir, en principio, los conflictos que surgen a partir del ejercicio de la libertad de la información, entre quien la emite y la persona o personas que se ven afectadas con la misma, sin embargo, debemos agregar que al tenor de la norma, también consiste en un derecho de raigambre fundamental el de la libertad de expresión, que incluye la posibilidad de informar y la prohibición de censura: 
“Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación.

Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura”.

Bajo esa óptica, resulta procedente la acción de tutela contra medios de comunicación, periodistas, y en general aquellos particulares frente a quienes el solicitante se encuentre en estado de indefensión, pero ello es viable siempre y cuando el accionado se niegue a corregir una noticia que es falsa, errónea o inexacta, y con ello se esté afectando el buen nombre y la honra de una persona; sin embargo también se debe tener en cuenta la actividad desplegada por el afectado para solicitar la rectificación de la noticia dañosa. 
De allí, que la Corte Constitucional haya fijado como requisito sine qua non para la procedencia del amparo tutelar una especie de condición de procedibilidad, en cuya virtud, quien acude a su reclamo haya agotado en primer lugar la fase de reclamo o solicitud de rectificación ante la entidad o persona demandada. De esa forma, en el evento en que se haya afectado el derecho al buen nombre o a la honra, el interesado deberá, previo a acudir a la acción de tutela, solicitar al medio responsable rectificar la información errónea, falsa o inexacta. Así lo ha sostenido el Alto Tribunal Vrg. en la Sentencia T-117 de 2018: 
“De igual manera, la Corte Constitucional ha señalado que la solicitud previa de rectificación como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la acción de tutela en estos casos parte de la presunción de buena fe del emisor del mensaje. Esto por cuanto se presume que los hechos que sustentan sus opiniones o informaciones son verificables y razonablemente contrastados. Sin embargo, la propia Corte ha reconocido que no es posible excluir “la posibilidad de que [el emisor] pueda caer en error”. Por esta razón, según la jurisprudencia constitucional, el requisito de la solicitud de rectificación previa “pretende dar al emisor de la información la oportunidad de contrastar y verificar por sí mismo si las aseveraciones de quien solicita la rectificación son ciertas o, por el contrario, si se mantiene en el contenido de la información por él difundida”

Bajo ese entendido, y a la luz de la jurisprudencia arriba transcrita se puede concluir que el accionante, en efecto, cumplió con el requisito inicial para la procedencia de la tutela, pues de manera oportuna presentó la correspondiente solicitud de rectificación ante el medio periodístico hoy accionado. Ahora bien, es pertinente anotar que el cumplimiento de dicho requisito de procedibilidad, por sí solo, no da paso al proferimiento de un fallo a favor del interesado, sino que derriba la barrera que impediría un análisis de fondo por tal causal. 
Entonces, dirigiéndonos al caso concreto, la Sala puede advertir de manera anticipada que la decisión de primer nivel se encontró ajustada a derecho, por cuanto de la información que fuera divulgada por la accionada, Caracol Radio, en las calendas del 8 de julio hogaño, y en concordancia con los medios de prueba aportados por esta, se puede colegir, tal como lo indicaron tanto la falladora de instancia como el Agente del Ministerio Público, que los mismos provienen de datos que fueron previamente verificados, esto es, que la noticia difundida cuenta con un sustento y un respaldo legítimo y verificable, como lo son una serie de pronunciamientos judiciales. 

Como se había indicado en párrafos anteriores, el derecho a la rectificación procede respecto de informaciones que resultan inexactas o erróneas, y es de anotar, que la prosperidad de la tutela en este tipo de eventos, estaría a su vez fundada en el Animus Injuriandi o Animus Nocendi que pudiera predicarse de quien publica el hecho noticioso, esto es, un componente de malicia o ánimo de dañar, acompañado del proceder con dolo o conocimiento, de dar a conocer a la sociedad hechos que no corresponden a la realidad o que no tienen asidero probatorio. 

En el caso puntual, la Sala no puede predicar que de la noticia cuya rectificación se pretende, se desprenda una intención por parte de Caracol Radio que vaya más allá del interés de emitir una información que es constatable; y es que si revisamos el contenido de la publicación, vemos que en ella no se hace alusión a antecedentes penales o disciplinarios que se encuentren en firme en contra del señor James de Jesús, ni tampoco al proferimiento de una sentencia condenatoria, lo que sí es cierto, es que allí se indica que cursan procesos de “violencia contra su pareja, denuncias por alimentación y agresión verbal a una compañera de trabajo”, pero esto, a su vez, se insiste, fue preliminarmente verificado por el medio noticioso antes de correr el riesgo de emitir un comunicado en tales términos.

De esta manera, según los medios de conocimiento aportados, la Colegiatura puede apreciar que en contra del señor James de Jesús Ramírez Cano: i) Se instauró queja disciplinaria ante la Personería Municipal de Pereira por parte de la señora Paula Andrea Parra Bermúdez por presuntos (no constatados por esta Corporación) malos tratos supuestamente ocurridos a finales del año 2019. ii) Se adelantó demanda de alimentos a instancias del Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, en favor de la menor VRR dentro del proceso con Rad. 2013-00040 (cuyos resultados se desconocen) iii) Se conoció proceso por violencia intrafamiliar a instancias del Juzgado 3º de Familia de Pereira en sede de Homologación, esto es, proveniente de una Comisaría de Familia, Rad. 2012-00331, instaurado por la señora Dora Libia Ramírez Cárdenas, ex pareja del señor James de Jesús, con quien convivió en unión marital de hecho, es de anotar que en esa ocasión se confirmó lo decidido por el Comisario de ordenar medida de protección definitiva a la señora Dora Libia Ramírez por los hechos en que se acusaba al señor James de Jesús Ramírez; prohibió al señor James de Jesús Ramírez realizar o ejecutar actos de violencia física, psicológica o verbal en contra de la señora Dora Ramírez.
Es de anotar que toda esta información fue debidamente presentada por la cadena noticiosa Caracol, quien, en criterio de la Sala, se encontraba en todo su derecho de no acceder a lo pedido por el accionante en relación con la rectificación de la noticia publicada el 8 de julio avante. 
Con base en lo que viene de decirse, la Sala concluye que en el presente asunto, en momento alguno se le vulneraron al accionante los derechos fundamentales al buen nombre y a la honra, por cuanto no se avizora que el demandado haya actuado con Animus Injuriandi o Animus Nocendi en todo lo que dijo en su publicación. En consecuencia, se habrá de confirmar la decisión de primer grado.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 4º Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor JAMES DE JESÚS RAMÍREZ CANO en contra de CARACOL RADIO S.A., de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional. Sentencia T-514 de 2003.
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